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Resumen 

El  objetivo  de  esta  investigación  fue  analizar  la  falta  de  motivación  y  la  errada resolución oral que se dicta dentro de audiencia en el código orgánico general de procesos (COGEP) desde el punto de vista metodológico bajo un proceso de revisión bibliográfica La metodología de la investigación es de tipo descriptivo, se califica como una investigación bibliográfica, y se desarrolló bajo los parámetros de una investigación  teórico-jurídica.  La  población estuvo  representada  por  seis fuentes bibliográficas electrónicas y la interpretación de la información se llevó a cabo a través de la técnica del análisis de contenido. Dentro de los principales resultados se  tiene  que  la  motivación  es  un  principio  dentro  del  debido  proceso,  garantía constitucional la  cual  debe  orientar  la  toma  de  decisiones  ajustadas,  las  cuales deben  ser  construidas  atendiendo  a  la  obtención  cognoscitiva,  de  aplicación  de interferencias lógicas, de explicación y justificación.  Se concluye que los jueces, que  son  los  administradores  de  justicia,   deben  tener los  conocimientos que  les otorguen las competencias para admitir los medios probatorios presentados por los sujetos procesales, de cuyo análisis se desprende la motivación acertada y explícita que da valor a la toma de decisiones referentes a la admisibilidad o inadmisibilidad probatoria en pos de salvaguardar el derecho a la prueba como garantía del debido proceso,  dotando  de  validez  a  la  actuación  judicial  De  todo  lo  afirmado,  se desprende que la decisión judicial no solo se justifica con la selección de normas o principios  jurídicos,  sino  también  es  el  razonamiento  jurídico  en  relación  a  los hechos, de allí la importancia de cumplir los postulados constitucionales y que en la  práctica  no  existe  un  criterio  unificado  de  los  juzgadores  en  cuanto  a  la identificación  de  lo  que  comprende  la  obligación  de  tomar  una  decisión  oral motivada y lo que concierne a la resolución motivada escrita. 



Palabras clave: Motivación, COGEP, debido proceso. 
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Abstract 

The  objective  of  this  research  was  to  analyze  the  lack  of  motivation  and  the erroneous oral resolution that is dictated within the hearing in the general organic code  of  processes  (COGEP)  from  the  methodological  point  of  view  under  a bibliographic review process. The research methodology is of a descriptive type, it is classified as a bibliographic research, and was developed under the parameters of  a  theoretical-legal  research.  The  population was  represented  by six  electronic bibliographic  sources  and  the  interpretation  of  the  information  was  carried  out through the content analysis technique. Among the main results, it is found that motivation is a principle within due process, a constitutional guarantee which must guide  the  making  of  adjusted  decisions,  which  must  be constructed  taking  into account  cognitive  achievement,  application  of  logical  interferences,  explanation and justification It is concluded that judges, who are the administrators of justice, must  have  the  knowledge  that  gives  them  the  powers  to  admit  the  evidence presented by the procedural subjects, from whose analysis the correct and explicit motivation that gives value to the decision is derived. of decisions regarding the admissibility  or  inadmissibility  of  evidence  in  order  to  safeguard  the  right  to evidence as a guarantee of due process, giving validity to the judicial action. From everything stated, it follows that the judicial decision is not only justified with the selection of legal norms or principles, but it is also the legal reasoning in relation to the facts, hence the importance of complying with the constitutional postulates and  that  in  practice  there  is  no  unified  criterion  of  the  judges  regarding  the identification of what the obligation includes. of making a reasoned oral decision and what concerns the written reasoned resolution. 



Keywords: Motivation, COGEP, due process. 
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INTRODUCCIÓN 

En  un  Estado  constitucional  de  derechos,  a  través  del  contenido  de  la  Norma Suprema, se erigen los cimientos sobre los cuales se representa el poder político y el poder de la democracia en una nación. Así las cosas, la estructura y orden de un país, se organiza precisamente por la forma en que este poder constitucional proyecta sus derechos y garantías hacia el conglomerado, con la condición en que, dichos  derechos  y  garantías,  serán  tutelados  a  través  de  los  órganos  que administran la justicia a nivel nacional (Ricaurte, 2023).  

Este hecho, demuestra  una   trascendencia  radical a la  hora  de comprender la esencia  y espíritu del texto constitucional vigente, máxime si aquello representa una importancia concreta de todos los derechos, garantías y principios que constan en la Constitución de la República del Ecuador (CRE en adelante), ya  que  a  partir de  su  expedición  y  aplicación,  la  labor  institucional en  Ecuador se compromete a  aplicar estos preceptos a  la sociedad y las personas (Asamblea  Constituyente, 2008). 

De ahí que, en el sentido que presenta la CRE, al constituirse de un catálogo de derechos, principios y garantías, se debe comprender que todos ellos coexisten y se  conjugan  en  lograr  la  debida  representación  de  la  protección  jurídica  que promueve  la  Norma  Constitucional.  En  este  sentido,  el  alcance  de  seguridad jurídica través de los postulados de la  CRE, se refuerzan e identifican cuando  a través de la misma, las políticas sociales se expresan en el espacio territorial sobre el cual se desarrollan estas facultades constitucionales y recaen sobre los sujetos que son parte del Estado. 

En  tal  sentido,  la  Corte    Constitucional  de  Ecuador  ha  establecido  que  “en  un Estado constitucional, la legitimidad de las decisiones estatales no depende solo de quién las toma, sino también del porqué se lo hace: todo órgano del poder público tiene,  no  solo  el  deber  de  ceñir  sus  actos  a  las  competencias  y  procedimientos jurídicamente establecidos (legitimidad formal), sino también el deber de motivar dichos  actos,  es  decir,  de  fundamentarlos  racionalmente  (legitimidad  material)” 

(Corte Constitucional del Ecuador, 2021). 

La motivación como principio constitucional Se comprende que la motivación de un acto de autoridad pública es la expresión, oral o escrita, del razonamiento con el que la autoridad busca justificar dicho acto. 
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La motivación puede alcanzar diversos grados de calidad, puede ser mejor o peor. 

Sin embargo, como también ha señalado esta Corte, “los órganos del poder público” 

tienen  el  deber  de  “desarrollar  la  mejor  argumentación  posible  en  apoyo de  sus decisiones” (Corte Constitucional del Ecuador, 2021). 

En otras palabras, en el transcurso de los años, el principio de motivación se ha manejado por varias aristas que han dejado resultados extensos de interpretación en cuanto su establecimiento como un principio constitucional.   Muchas   teorías parten   desde   la   desmembración  del concepto   de   motivar, estructurando aquello,  por ejemplo “cuando se dice  que la  motivación de la  decisión exige  la fundamentación  lógica  de  la  misma  en  las  premisas  del  razonamiento,  se está    apelando    a    la  justificación  de  la  decisión  como  proposición  lingüística” 

(Ferrer, 2011), o como refiere (Valenzuela, 2020) la motivación: “deja de tener una función  exclusivamente  endoprocesal  para  ejercer  también    una    función extraprocesal permitiendo el  control  de  la  actividad  judicial  por  parte  de  la sociedad” 

Desde  lo  anterior  se  tiene  que,  la  motivación  es  un  ejercicio,  que  parte  de  un razonamiento  mental,  de  una  percepción  intelectiva  que  tiene  el  sujeto,  el  ser humano,  para  emitir  una  conclusión  que,  en  derecho,  es  la  resolución. En  este caso, motivar se origina desde una aspecto psicológico y racional, permitiendo que el primero, sea la expresión lingüística y argumentada en palabras de las razones que han llevado a tomar una decisión; y, la segunda, la justificación, el motivo o por qué se llegó a determinada decisión (Ferrer, 2022). 

De ahí que todo acto del poder público debe contar con una motivación correcta, en  el  sentido  de  que  toda  decisión  de  autoridad  debe  basarse  en:  (i)  una fundamentación  normativa  correcta,  entendida  como  la  mejor  argumentación posible conforme al Derecho; y, (ii) una fundamentación fáctica correcta, entendida como la mejor argumentación posible conforme a los hechos (Paredes, Samaniego, Diaz, & Soxo, 2022). 

De este modo, se llega a  la  conclusión de que algunas decisiones que resuelven pretensiones estimándolas o no de manera sutil pueden presentar algunas de las anomalías  antes  descritas.  Es  necesario  individualizarlas  e  informarlas  a  la instancia  correspondiente  para  que  sean  sancionadas  con  la  nulidad  y  que, asimismo, se corrijan y encaminen debidamente los actos procesales al interior del 3184 







proceso, y que se dicte en el estadio respectivo una resolución que responda a los hechos y a la normatividad que la sustenta. 

La  motivación  como  garantía  normativa  de  índole  constitucional  y desarrollada por la ley 

La importancia de la debida motivación de las resoluciones reside, entre otras, en garantizar el principio-norma del debido proceso como expresión del principio de tutela procesal. En tal sentido, es obligación de las autoridades, y en especial de los que administran justicia, desarrollar una  exposición clara y ordenada de los fundamentos de hecho y de derecho en los que se apoyan y los que respaldan su decisión (Tantaleán, 2016). 

Particularmente  en  el  artículo  89  del  COGEP  se  incorpora  esta  obligación constitucional del juez: motivar toda sentencia y auto y garantía del justiciable para conocer  las  razones  que  justifiquen  su  fallo,  lo  que  se  logra  a  través  de  la enunciación de las normas o principios jurídicos en que se funden y su pertinencia de  aplicación  a  los  antecedentes  de  hecho.  Resaltando  que  es  obligación  del juzgador  expresar  los  razonamientos  fácticos  y  jurídicos,  que  conducen  a  la apreciación y valoración de las pruebas como a la interpretación y aplicación del derecho. En conclusión, el motivar evita la arbitrariedad del juzgador buscando en definitiva que el servicio de administración de justicia se otorgue bajo parámetros de calidad y efectividad. 

Es  decir,  las  y  los  magistrados  de  la  Sala  Especializada,  han  determinado  que dentro del debido proceso, una de las garantías del derecho a la defensa es contar con  un  fallo  motivado,  con  ello  se  asegura  a  los  sujetos  procesales  conocer  las causas y razones por las que el juzgador aceptó o denegó las posturas jurídicas planteadas, y en materia penal, sobre todo, por qué dictó sentencia condenatoria o ratificó el estado de inocencia de los procesados; es por ello que la motivación no es  una  mera  formalidad,  sino  una  garantía,  pues  la  actividad  de  administrar justicia se encuentra bajo el imperativo primordial de despliegue y solución de un conflicto, atendiendo a las exigencias de motivación de las resoluciones judiciales. 

Todo ello es coherente con el precepto constitucional determinado en el artículo 76.7.l., la jurisprudencia supranacional, nuestra jurisprudencia constitucional y con el desarrollo normativo, fundamentalmente con el artículo 130.4 del COFJ, en relación además a los artículos 5.18 y 621 del COIP. 
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Por  ello,  las  decisiones  que  adopten  los  órganos  internos  que  puedan  afectar derechos humanos deben estar debidamente fundamentadas, pues de lo contrario serían decisiones arbitrarias. En este sentido, la argumentación de un fallo y de ciertos  actos  administrativos  debe  permitir  conocer  cuáles  fueron  los  hechos, motivos  y  normas en  que se  basó la  autoridad  para  tomar  su  decisión, a  fin  de descartar cualquier indicio de arbitrariedad. Además, debe mostrar que han sido debidamente tomados en cuenta los alegatos de las partes y que el conjunto de pruebas  ha  sido  analizado.  Por  todo  ello,  el  deber  de  motivación  es  una  de  las 

“debidas garantías” incluidas en el artículo 8.1 para salvaguardar el derecho a un debido proceso (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2011). 

La falta de motivación 

La  carencia  de razonamientos  sólidos y consistentes evidenciará la presencia  de una resolución falta de motivación o justificación y por ende inconstitucional. Este hecho  se sanciona  con  la  nulidad,  sin  perjuicio  de que  a  petición  de  parte  o  de oficio se requiera de las sanciones civiles, penales y disciplinarias a las que se haga merecedor  el  autor  en  tanto  la  intensidad  y  la  gravedad  del  perjuicio  irrogado (Ferrer, 2011). 

A  la  luz  de  la  jurisprudencia,  se  sabe  que  los  ciudadanos,  en  el  ejercicio  de  su derecho  a  la  doble  instancia,  comúnmente  presentan  recursos  impugnativos, invocan, entre otros, la falta de motivación del pronunciamiento emitido. Incluso han  recurrido  a  la  instancia  constitucional  para  que  conozca  también  del  caso; luego se ha informado que, en efecto, las resoluciones cuestionadas presentaban anomalías de motivación como el de ser simuladas o aparentes, insuficientes o no exhaustivas,  defectuosas  por  vulnerar  principios  lógicos,  sustancialmente incongruentes  al  no  existir  identidad  entre  la  pretensión  y  lo  resuelto;  sin justificación interna, vale decir, con expresión de razonamientos incompatibles o con ausencia de motivación externa, esto es, faltos de corroboración normativa o fáctica, etc. (Corte Nacional de Justicia, 2022). 

Desde  otra  perspectiva,  las  resoluciones  de  los  poderes  públicos  (Asamblea Constituyente,  2008)  deberán  ser  motivadas.  No  habrá  motivación  si  en  la resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en que se funda y no se explica la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho. Los actos administrativos,  resoluciones  o  fallos  que  no  se  encuentren  debidamente 3186 







motivados se considerarán nulos.  Las servidoras o servidores responsables serán sancionados (art. 76. Num. 7, lit. l). 

En este contexto, se colige que este apartado constitucional, aunque sea corto y conciso en cuanto la descripción de la magnitud de lo que es la motivación, expone los  presupuestos  que  deben  ser  valorados  para  su  debido  entendimiento  en  un Estado social de derecho.  Así las cosas, la interpretación de que las decisiones del ente institucional deben ser motivadas, crean un compromiso férreo y honesto de quien  cumple  con  la  tarea  de  motivar,  considerando  que  esta  persona:  “En  el proceso de elaboración de la justificación de la decisión judicial, intervienen tanto el  razonamiento  lógico  como  las  emociones,  valores,  sentimientos,  entre  otros, debiendo  tener  presente  que  lo  importante  es  tomar  una  decisión  objetiva” 

(Miranda, 2018). 

En las resoluciones que provienen del sistema de justicia, el ámbito administrativo, el administrativo-disciplinario, etc., es común observar constantes impugnaciones a las decisiones resueltas, argumentando, entre otras causas, falta o ausencia de motivación  de  la  apelada  y  simultáneamente  requerir  la  nulidad  del pronunciamiento;  sin  desvirtuar  que  algunas  de  ellas  sean  invocadas maliciosamente con afán dilatorio para ejecutar lo decidido. 

Una  sentencia  puede contener todos  los  requisitos  que la  ley trae,  pero esto  no implica  que  necesariamente  este  motivada,  no  es  lo  mismo  una  motivación equivocada,  que falta  de  motivación;  doctrinaria  y jurisprudencialmente pueden identificarse al menos cuatro tipos de violación al deber de motivación: 1. Ausencia de motivación; 2. Motivación contradictoria; 3. Motivación anfibológica o ambigua; y, 4. Falsa motivación Esta falta no representa un vicio en el procedimiento, pues no  se  trata  de  ejercer  un  control  procedimental,  sino  de  aplicar  directa  e inmediatamente  la  CRE,  declarando  un  fallo  nulo  por  carecer  la  decisión  de  la exigencia fundamental de la motivación normada en la CRE y desarrollada en el COFJ y reconocida también en el COIP (Rodríguez, 2011). 

Una consecuencia que provoca la falta de motivación que es la nulidad del fallo y no la nulidad del proceso. Esta nulidad del fallo por falta de motivación según la parte final del artículo 89 del COGEP única y exclusivamente podrá  ser alegada como fundamento del recurso de apelación o causal del recurso de casación. 
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La  Corte Constitucional  del  Ecuador  a  través  de varias  sentencias  ha  declarado vulneración del debido proceso en la garantía de la motivación, pero además ha desarrollado  un  esquema  que  permitiría  entender  cuando  una  resolución encuentra razones de motivación o justificación. 

Este esquema argumentativo para verificar la existencia o no de la motivación de decisiones judiciales según la jurista Pamela Aguirre Castro fue por primera vez enunciado como un obiter dicta en la sentencia n.º 227-12-SEP-CC, de 21 de junio de 2012 (Aguirre, 2019), al señalar: 

Para que determinada resolución se halle correctamente motivada es necesario que la autoridad que tome la decisión exponga las razones que el Derecho le ofrece para adoptarla.  Dicha  exposición  debe  hacérsela  de  manera  razonable,  lógica  y comprensible, así como mostrar cómo los enunciados normativos se adecúan a los deseos de solucionar los conflictos presentados. Una decisión razonable es aquella fundada en los principios constitucionales. La decisión lógica, por su lado, implica coherencia entre las premisas y la conclusión, así como entre esta y la decisión. 

Una decisión comprensible, por último, debe gozar de claridad en el lenguaje, con miras a su fiscalización por parte del gran auditorio social, más allá de las partes en conflicto. 

Desde  esta  perspectiva  en  un  Estado  de  derecho,  el  cumplimiento  tanto  de  la Constitución  (Asamblea  Nacional  Constituyente,  2008),  como  de  los  tratados internacionales que protegen los derechos humanos, constituye la pauta que rige todas las normas desarrolladas por el ordenamiento jurídico. El Estado ecuatoriano constitucionalizó la motivación como una garantía básica del debido proceso según el  artículo  76  de  la  Constitución  (2008)  por  lo  que  es  responsabilidad  de  los ejecutores de justicia asegurar el debido proceso. 

El  objetivo  de  esta  investigación  fue  analizar  la  falta  de  motivación  y  la  errada resolución oral que se dicta dentro de audiencia en el código orgánico general de procesos (COGEP) desde el punto de vista metodológico bajo un proceso de revisión bibliográfica. 
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METODOLOGÍA  

Paradigma y tipo de investigación 

La base de la presente investigación es la bibliográfica y la documental, ya que la fuente de la investigación son libros relacionados al tema, complementándose con la investigación de campo con un contacto directo con la realidad, ya que se obtiene información significativa para poder reforzar los objetivos propuestos. 

Esta investigación se caracteriza de acuerdo al nivel como descriptiva, ya que se pueden destacar los elementos más resaltantes, referidos a la falta de motivación y  la  errada  resolución  oral  dentro  de  la  audiencia  en  el  COGP.  La  investigación descriptiva tiene como objetivo describir algunas características fundamentales de conjuntos  homogéneos  de  fenómenos,  utilizando  criterios  sistemáticos  que permiten establecer la estructura o el comportamiento de los fenómenos en estudio, proporcionando  información  sistemática  y  comparable  con  la  de  otras  fuentes (Guevara, Verdesoto, & Castro, 2020). En atención a la estrategia empleada para buscar la información se califica como una investigación bibliográfica, ya que se fundamenta  en  material  documental.  La  búsqueda  bibliográfica  es  clave  para generar ideas, comprobar el estado actual de los conocimientos sobre el tema de interés,  contextuar  el  problema  a  investigar  en  un  marco  teórico  actualizado  y comparar diferentes abordajes metodológicos para su resolución (Polit & Hungler, 2005). 

Así mismo, se desarrolló bajo los parámetros de una investigación teórico-jurídica, al  respecto  Martínez,  (2023)  señala,  la  metodología  jurídica  es  el  vehículo  que utilizan los investigadores, específicamente los distintos métodos jurídicos, para la implementación del proceso investigativo, dado que las ciencias jurídicas es una disciplina  fundamentalmente  de corte  teórico  y sus  contextos investigativos  son abordables  desde  distintos  métodos,  los  cuales  dependen  del  objeto  de investigación 

La población estuvo representada por seis (06) fuentes bibliográficas electrónicas, en  tal  sentido,  para  su  selección  se  establecieron  los  siguientes  criterios  de inclusión: (a) publicaciones efectuadas en el periodo 2019 – 2024, (b) publicaciones en idioma español, (c) publicaciones de carácter nacional, (d) publicaciones que se corresponden con la temática en estudio. De este modo dentro de los criterios de 3189 







exclusión  fueron  eliminadas  las  publicaciones  duplicadas  y  aquellas  que  no cumplían con los aspectos establecidos para su incorporación en la investigación. 

Para la obtención de los documentos digitales se accedió vía online a las bases de datos de revistas indexadas y repositorios de tesis de universidades nacionales. 

Respecto a la interpretación de la información se llevó a cabo a través de la técnica del  análisis  de  contenido  originando  una  descripción  sustancial  de  aspectos inherentes  al  tema  en  estudio,  lo  que  generó  resultados  confiables  y  las conclusiones de rigor. Con el propósito de presentar de forma ordenada las fuentes bibliográficas consultadas se realizó una tabla descriptiva que refleja el autor y año de la publicación y los resultados y/o conclusiones obtenidas en cada estudio. El método de análisis de contenido: opera en el examen del Derecho como fenómeno político-social que solo puede ser comprendido en su progreso, la valoración crítica de las normas jurídicas, así como, la apreciación del componente axiológico que subyace en el fenómeno jurídico y su análisis como sistema armónico. 



RESULTADOS Y DISCUSIÓN 

Tabla 1. 

 Resultados fuentes documentales consultadas Autor y Año 

Titulo 

Principales conclusiones 

(Montaño, Castillo,  El 

principio 

de  La  presente  investigación,  está  orientada  en Ocampo, Rojas, &  motivación 

y 

las  describir  la  elemental  tarea  que  corresponde Veintimilla, 2024)  sentencias  No.  227-12  interpretar y aplicar en razón del principio de y 1158-17-EP, emitidas  la  motivación,  cuando  la  misma  se  ejerce  y por 

la 

Corte  practica  bajo  el  manto  que  prevé  la Constitucional 

del  Constitución de la República del Ecuador y la Ecuador, su vigencia y  jurisprudencia  de  la  Corte  Constitucional  del debida comprensión 

Ecuador, y la forma en que debe ser asimilada 

en  la  persona  que se encarga  de  elaborar  un ejercicio motivacional, conforme lo establecen estas fuentes del derecho. Bajo  este contexto, a    través  del  presente  estudio,  se  describirá cuál  es  el  espíritu  y  la  esencia  de  motivar,  y 3190 







cómo esto se consolida y demuestra de buena 

manera,  en  razón  de  la  jurisprudencia  de  la Corte Constitucional,  organismo  que  a  través de las sentencias, ha logrado entregar distintos insumos que se contienen en sus fallos, y que 

permiten  al  administrador  de  justicia,  una debida  explicación  de  su  decisión  basado 

precisamente 

en 

el 

apoyo 

del 

texto 

constitucional,  y  las  especies  emitidas  por  el máximo 

organismo 

de 

interpretación 

constitucional. 

(Corte Nacional de  Declaración 

de  Sobre  la  declaratoria  de  nulidad  de  autos  o Justicia, 2022) 

nulidades por violación  sentencias  dictados  por  juezas  y  jueces  de de  las  solemnidades  primera instancia, existe dos posibilidades: la sustanciales  a  todos  primera es que se declare la nulidad procesal los procesos y potestad  por  haber  lugar  a  alguna  de  las  causales de  los  tribunales  de  contempladas  en  el  artículo  107  del  COGEP; segunda instancia para  está  en  una  nulidad  del  proceso  y  el  mismo dictar  o  no  la  nueva  vuelve  al  momento  en  que  se  produjo  la sentencia de mérito. 

nulidad; la segunda es la nulidad por falta de requisito  de  motivación,  pues  e  efecto  del incumplimiento de este requisito es que el acto jurisdiccional  sea  nulo,  así  lo  establece  el artículo  76  numeral  7)  letra  l)  de  la 

Constitución y el artículo 89 del COGEP 

En  el  marco  estructural  para  construir  y (Rivera & Correa,  La  motivación  de  las  motivar sentencias intervienen un conjunto de 2021) 

sentencias 

componentes como la  obtención cognoscitiva, 

constitucionales  como  de  aplicación  de  interferencias  lógicas,  de garantía del derecho al  explicación  y  justificación.  En  la  obtención debido proceso 

cognoscitiva se emplean una serie de métodos 

con  el  objeto  de  obtener  conocimiento  para 3191 







emitir una sentencia, de acuerdo a la teoría los conocidos  son  el  método  de  la  tenacidad;  el método de la autoridad; el de la metafísica o a priori;  y  el  método  de  la  ciencia  o  de  la investigación  científica.  Los  derechos  y 

garantías implícitos en el debido proceso están claramente  definidos  en  el  artículo  76  de  la Constitución 

(2008), 

plasmados 

como 

garantías constitucionales como el principio de legalidad o la exigencia de la existencia previa de  la  norma  jurídica  que  limite  el 

comportamiento;  el  principio  de  igualdad 

representa uno de los fundamentos propios del 

sistema  democrático que sostiene la igualdad 

ante  la  norma;  el  principio  de  contradicción, que faculta a las partes a la incorporación de pruebas; el principio  de celeridad y economía procesal,  y  el  principio  de  motivación,  que obliga  a  los  administradores  de  justicia  a justificar  la  decisión  del  fallo.  La  línea argumentativa  de  la  Corte  Constitucional  ha variado en la última década durante el periodo 2014  -  2019.  El  test  de  la  motivación  se fundamentó  en:  razonabilidad,  lógica  y 

comprensibilidad 

de 

la 

motivación; 

posteriormente,  el  nuevo  criterio  para  la aplicación  de  la  garantía  de  la  motivación  de las  sentencias  exige  enunciar  y  explicar  las normas con base a las cuales se fundamentó la 

motivación de la sentencia, en aquellos casos 

de  garantías  jurisdiccionales  es  necesario analizar  la  vulneración  o  no  de  derechos fundamentales. En el marco de la exigencia del 3192 







mandato  constitucional  para  la  conformación de las sentencias (hechos, normas y análisis), los  cambios  en  la  línea  argumentativa  de  la jurisprudencia de la Corte Constitucional han 

permitido  mejorar  la  motivación  de  las 

sentencias,  facilitando  la  compresión  de  las partes  de  la  decisión  del máximo  tribunal,  al igual que pueda ser sometida al control social como  parte  del  principio  de  publicidad  que toda sentencia debe poseer. 

(CORTE 

Caso  No.  1158-17-EP  La Corte analiza si una sentencia de casación CONSTITUCIONAL  (Caso  Garantía  de  la  vulneró  el  derecho  al  debido  proceso  en  la DEL ECUADOR,, 

motivación) 

garantía  de  la motivación  y,  para  ello,  realiza 2021) 

un balance sistemático de la jurisprudencia de la Corte Constitucional: se aleja explícitamente del  test  de  motivación  y,  con  base  en  la jurisprudencia  reciente  de  la  Corte, establece varias  pautas  para  examinar  cargos  de 

vulneración  de  la  referida  garantía.  Esas pautas  incluyen  un  criterio  rector,  según  el cual,  toda  argumentación  jurídica  debe  tener una  estructura  mínimamente  completa  (de 

conformidad  con  el  art.  76.7.l  de  la 

Constitución). Las pautas también incorporan 

una tipología de deficiencias motivacionales, es decir,  de  incumplimientos  de  dicho  criterio rector:  la  inexistencia,  la  insuficiencia  y  la apariencia;  esta  última  surge  cuando  la 

argumentación  jurídica  incurre  en  algún  tipo de  vicio  motivacional,  como  son:  la 

incoherencia, la inatinencia, la incongruencia y la incomprensibilidad. 
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(Figueroa, 2020) 

La  motivación  jurídica  La  transformación  del  sistema  procesal en  la  admisibilidad  ecuatoriano,  con  base en  la  aplicación  de  los probatoria  a  partir  del  lineamientos y normas jurídicas contenidas en Código 

Orgánico  el  Código  Orgánico  General  de  Procesos General  de  Procesos  (COGEP)  exige  una  preparación  específica  de (COGEP) 

los  jueces  en esta  materia,  para  que  adopten decisiones  motivadas  que  garanticen  la 

correcta instrumentación de los procesos en el acto de juzgamiento. El artículo 79, inciso 8 del COGEP  es  claro  cuando  puntualiza  que  los casos  sometidos  a  juzgamiento  deben  ser 

resueltos  de  manera  motivada  en  la  misma audiencia.  Posteriormente,  el  artículo  80  del código  invocado,  refuerza  lo  anteriormente dispuesto:  “Toda  sentencia  y  auto  serán 

motivados,  bajo  pena  de  nulidad  [...]”.  El cumplimiento  de  las  disposiciones  antes 

mencionadas demanda que los jueces, que son 

los  administradores  de  justicia,  tengan  los conocimientos 

que 

les 

otorguen 

las 

competencias  para  admitir  los  medios 

probatorios  presentados  por  los  sujetos 

procesales,  de  cuyo  análisis  se  desprende  la motivación acertada y explícita que da valor a la  toma  de  decisiones  referentes  a  la 

admisibilidad  o  inadmisibilidad  probatoria  en post  de  salvaguardar  el  derecho  a  la  prueba como garantía del debido proceso, dotando de 

validez  a  la  actuación  judicial.  La  presente investigación  jurídica,  parte  de  lineamientos legales  contenidos  principalmente  en  la 

Constitución  de  la  República  del  Ecuador 

3194 







(CRE)  y  del  COGEP,  que  son  reforzados  y explicados por la teoría respectiva emitida por autores especialistas en el tema. Se demuestra la  correcta  aplicabilidad  de  lo  antes 

mencionado  a  través  del  enunciado  de 

ejemplos que se tratan frecuentemente en sede 

judicial. 

(Miranda., 2019) 

La  motivación  en  el  En  el  Código  Orgánico  General  de  Procesos juzgamiento 

por  (COGEP),  el  artículo  79,  inciso  8,  dice:  “Se audiencias en el Código  resolverá  de  manera  motivada  en  la  misma Orgánico  General  de  audiencia” y, además, si hubiese algún recurso Procesos. 

horizontal  presentado  con  anterioridad  a  la audiencia,  no  la  suspende,  debiendo  el  juez resolver  sobre  dicho  recurso  en  la  misma audiencia.  Desde  luego  que  existe  una 

excepción, y es la contenida en el artículo 93 

del mismo Código, que señala: “Al finalizar la audiencia  la  o  el  juzgador  pronunciará  su decisión  en  forma  oral.  Excepcionalmente  y cuando  la  complejidad  del  caso  lo  amerite podrá suspender la audiencia por el término de hasta  diez  días  para  emitir  su  decisión  oral”. 

Entendida  aquella  suspensión  en  forma 

excepcional,  esto  es,  no  en  todos  los  casos. 

Esta  investigación  tendrá  como  propósito  el análisis  de  la  estructura  motivacional  de  las resoluciones judiciales orales de fondo o mérito tomadas en audiencia, previstas en el artículo 94  del  COGEP  ecuatoriano.  Para  lograr  este fin,  se  definirá  primero,  cuáles  son  los principios procesales aplicables y compatibles con  la  motivación;  en  segundo  lugar,  se 
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estudiará  la  configuración  legal  de  la 

motivación  en  Ecuador,  sus  requisitos  y 

efectos;  para  posteriormente,  realizar  una propuesta  de  estructura  motivacional  de  las resoluciones  orales  tomadas  en  audiencia 

conforme  con  el  parámetro  constitucional 

vigente.  En  la  práctica  no  existe  un  criterio unificado  de  los  juzgadores  en  cuanto  a  la identificación  de  lo  que  comprende  la 

obligación de tomar una decisión oral motivada y  lo  que  concierne  a  la  resolución  motivada escrita.  Mediante  el  enfoque  socio-jurídico, exegético  y  sistemático,  se  intenta  demostrar cuál de las tesis es la correcta; si se cumple con el  requisito  de  la  motivación  leyendo  un  fallo con  estructura  motivacional  previa;  o  si  solo existe el pronunciamiento oral, ¿no estaremos 

ante una decisión carente de contenido? 

Nota. Autoría propia. Fuente: Instrumento de recolección de información. 

DISCUSIÓN  

Al  analizar  los  resultados se  ha  encontrado  que  todos los  artículos investigados dan cuenta de la motivación como un principio dentro del debido proceso, el cual está contemplado dentro de la Constitución y demás leyes y reglamentos, según lo manifestado por (Rivera & Correa, 2021).  Los derechos y garantías implícitos en el debido proceso están claramente definidos en el artículo 76 de la Constitución (2008), plasmados  como  garantías  constitucionales  como  el  principio  de  legalidad  o  la exigencia de la existencia previa de la norma jurídica que limite el comportamiento Los autores  Montaño  at  al., (2024), han  señalado que es  responsabilidad  de  los administradores de justicia : “Aplicar en razón del principio de la motivación, cuando la misma se ejerce y practica bajo el manto que prevé la Constitución de la República del Ecuador y la jurisprudencia de la Corte Constitucional del Ecuador,  sumado a lo anterior  señala  que  en  el  mismo  proceso  ,  la   decisión  debe   ser      basado precisamente  en  el  apoyo  del  texto  constitucional,  y  las  especies  emitidas  por  el 3196 







 máximo  organismo  de  interpretación  constitucional”.   El  artículo  79,  inciso  8  del COGEP es claro cuando puntualiza que los casos sometidos a juzgamiento deben ser resueltos de manera motivada en la misma audiencia (Figueroa, 2020).   

Además de lo anterior, en todos los textos consultados, se describe que;  En el marco estructural  para  construir  y  motivar  sentencias  intervienen  un  conjunto  de componentes como la obtención cognoscitiva, de aplicación de interferencias lógicas, de  explicación  y  justificación.  Rivera  &  Correa,  (2021)  empleando  según  la consideración de estos mismos autores los métodos  para emitir una sentencia, de acuerdo  a  la  teoría  los  conocidos  son  el  método  de  la  tenacidad;  el  método  de  la autoridad; el de la metafísica o a priori; y el método de la ciencia o de la investigación científica.   

Sin  embargo,  se  ha  considerado  que:  “La  línea  argumentativa  de  la  Corte Constitucional ha variado en la última década durante el periodo 2014 - 2019. El test de la motivación se fundamentó en: razonabilidad, lógica y comprensibilidad de la motivación; posteriormente, el nuevo criterio para la aplicación de la garantía de la motivación de las sentencias exige enunciar y explicar las normas con base a las  cuales  se  fundamentó  la  motivación  de  la  sentencia,  en  aquellos  casos  de garantías jurisdiccionales” (Rivera & Correa, 2021).   

Todo lo antes presentado permiten afirmar según las investigaciones consultadas que un criterio rector, según el cual, toda argumentación jurídica debe tener una estructura  mínimamente  completa  (de  conformidad  con  el  art.  76.7.l  de  la Constitución).  Las  pautas  también  incorporan  una  tipología  de  deficiencias motivacionales,  es  decir,  de  incumplimientos  de  dicho  criterio  rector:  la inexistencia,  la  insuficiencia  y  la  apariencia;  esta  última  surge  cuando  la argumentación jurídica incurre en algún tipo de vicio motivacional, como son: la incoherencia, la inatinencia, la incongruencia y la incomprensibilidad.   

Por  último,  Figueroa,  (2020)  manifiesta  que;  “La  transformación  del  sistema procesal  ecuatoriano,  con  base  en  la  aplicación  de  los  lineamientos  y  normas jurídicas contenidas en el Código Orgánico General de Procesos (COGEP) exige una preparación específica de los jueces en esta materia, para que adopten decisiones motivadas que garanticen la correcta instrumentación de los procesos en el acto de juzgamiento.” 
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Autores  como  Miranda,  (2019)  considera  que   en  la  práctica  no  existe  un  criterio unificado  de  los  juzgadores  en  cuanto  a  la  identificación  de  lo  que  comprende  la obligación de tomar una decisión oral motivada y lo que concierne a la resolución motivada escrita. 

CONCLUSIÓN 

En conclusión, la Corte Constitucional del Ecuador a lo largo del tiempo a través de sus sentencias ha dado contenido a la garantía constitucional de la motivación, también ha generado parámetros ya sea de “los máximos” o de los “ mínimos” que resultan en definitiva filtros de las decisiones judiciales para superar el “examen de motivación” so pena de nulidad, buscando transparentar las actuaciones, evitar la  arbitrariedad  y  consolidar  la  justicia  como  un  servicio  público  que  ha  de otorgarse bajo estándares de eficacia y calidad.   

La  motivación,  por  lo  tanto,  se  debe  considerar  bajo  dos  dimensiones:  a)  La motivación con una verbalización de los motivos que han llevado a una decisión; y, b) La motivación como justificación; tanto en la admisibilidad y valoración de la prueba como en la emisión de la sentencia.   

Los jueces, que son los administradores de justicia, deben tener los conocimientos que les otorguen las competencias para admitir los medios probatorios presentados por los sujetos procesales, de cuyo análisis se desprende la motivación acertada y explícita  que  da  valor  a  la  toma  de  decisiones  referentes  a  la  admisibilidad  o inadmisibilidad probatoria en post de salvaguardar el derecho a la prueba como garantía del debido proceso, dotando de validez a la actuación judicial.   

De todo lo afirmado, se desprende que la decisión judicial no solo se justifica con la  selección  de  normas  o  principios  jurídicos,  sino  también  es  el  razonamiento jurídico en relación a los hechos, de allí la importancia de cumplir los postulados constitucionales  y  que  en  la  práctica  no  existe  un  criterio  unificado  de  los juzgadores en cuanto a la identificación de lo que comprende la obligación de tomar una decisión oral motivada y lo que concierne a la resolución motivada escrita. 
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